 

LA CAMARA DE DIPUTADOS Y SENADORES DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

Art. 1º) – Modifícase el ARTICULO 6° de la ley 11.936 de Promoción de Microempresas, donde dice: “La Autoridad de Aplicación de la presente Ley, podrá gestionar la obtención e instrumentación de líneas de financiamiento promocionales de fuentes provinciales, nacionales o internacionales. Además, podrá convenir con el Banco de la Provincia de Buenos Aires, líneas de créditos promocionales para los microempresarios inscriptos en el Registro del artículo 2°”, deberá decir, “La Autoridad de Aplicación de la presente Ley, podrá gestionar la obtención e instrumentación de líneas de financiamiento promocionales de fuentes provinciales, nacionales o internacionales. Además constituirá un Fondo Provincial de Microempresas, a los efectos de financiar proyectos elegibles de microemprendedores, y será el Banco de la Provincia de Buenos Aires, el agente financiero del Fondo, a los efectos formales del otorgamiento del empréstito y la devolución de los mismos. 

El Fondo Provincial de Microempresas, se asignará a los municipios que celebren convenios con la Autoridad de Aplicación, y en forma proporcional a su población, y se tendrá particularmente en cuenta, la cantidad de microempresas registradas en la base de datos municipal. 
Asimismo los municipios deberán, como condición previa, adherir a la presente ley y conformar la Mesa Institucional de Consenso, para el análisis de factibilidad técnica de los proyectos financiables y su impacto en el desarrollo local.

El Fondo para la Promoción de la Microempresa será integrado por:

a) Los recursos que anualmente se asignen por la ley de presupuesto. 

b) Los reintegros de los créditos imputables a este Fondo, así como los intereses que devenguen los mismos.

c) Los ingresos que provengan de legados o donaciones aceptados.

d) Los fondos y recursos que provengan de organismos internacionales u organizaciones no gubernamentales.
Art. 2º) – De forma.

Art. 3°) - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Hace un tiempo, la Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires, aprobó, a raíz de un proyecto que corrió bajo expediente número D- 893/05-06- 0 ACOMPAÑAR Y ADHERIR AL COMITE NACIONAL PROMOTOR DEL AÑO INTERNACIONAL DEL MICROCREDITO Y LAS MICROFINANZA, que, según lo resuelto oportunamente por las Naciones Unidas, declaraba al  2.005 como el “Año Internacional del Mirocrédito y las Microfinanzas”, promoviendo en todo el mundo legislaciones y acciones tendientes a combatir la pobreza y la exclusión social a través de este tipo de acciones superadoras de la política de mera asistencia social.
El acceso sostenible a la microfinanciación ayuda a mitigar la pobreza por medio de la generación de ingresos y la creación de empleos, permitiendo que los niños asistan a la escuela, permitiéndoles a las familias obtener atención de salud y motivando a las personas para que tomen decisiones que se adapten mejor a sus necesidades. El gran reto que se tiene por delante es retirar las trabas que excluyen a las personas y les impiden participar cabalmente en el sector financiero. 

En 1998, la Asamblea General de las Naciones Unidas proclamó el 2005 como el Año Internacional del Microcrédito con el fin de reconocer la contribución del microcrédito a la mitigación de la pobreza y a la creación de pequeños emprendimientos productivos. En diciembre del 2003, los Estados Miembros aprobaron el Programa de Acción del Secretario General e invitaron al Fondo de las Naciones Unidas para el Desarrollo de la Capitalización (FNUDC) y al Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas (DAESNU) a incorporarse como coordinadores conjuntos para el Año. 

La resolución expandió el mandato para el Año “recalcando que las personas que viven en condiciones de pobreza en áreas tanto rurales como urbanas necesitan acceso al microcrédito y a la microfinanciación para poder mejorar su capacidad de aumentar sus ingresos, reunir activos y aliviar la vulnerabilidad en momentos de mayor dificultad”. La resolución también invita a los “Estados Miembros, organizaciones relevantes del sistema de las Naciones Unidas, organizaciones no gubernamentales, el sector privado y la sociedad civil a colaborar en la preparación y observancia del Año y a elevar el nivel de conciencia y conocimiento del público acerca del microcrédito y la microfinanciación.” 

Para lograr esto, el FNUDC y el DAESNU establecieron en enero del 2004 un Comité de coordinación. El mandato del Comité de Coordinación consiste en facilitar la observancia de dicho Año, de acuerdo con las directrices y políticas de las Naciones Unidas y con los deseos de los Estados Miembros de las Naciones Unidas tal y como está resumido en el Borrador del Plan de Acción del Secretario General.

A raíz de todo esto, y ratificando una firmeza en la creación de políticas activas de inclusión social que lleva adelante el gobierno nacional, hace algunos días atrás, la Legislatura Nacional, sancionó el Proyecto de Ley bajo el número 26.117, que persigue la promoción y regulación del microcrédito, en este marco, y tal lo enunciado precedentemente, el Presidente de la Nación, pretende trabajar decididamente en el estímulo de la economía social y el desarrollo integral de las personas, los grupos de escasos recursos y el fortalecimiento institucional de organizaciones sin fines de lucro de la sociedad civil, que colaboran activamente en el cumplimiento de estas políticas sociales. 

Se ha definido como microcrédito, a aquel préstamo destinado a financiar las actividades de emprendimientos individuales o asociativos de la economía social, y por ende es grande y diverso el campo de acción de los posibles beneficiarios del mismo. 

Los destinatarios de los microcréditos, serán aquellas personas físicas o grupos asociativos de menores ingresos, que sean titulares de emprendimientos productivos y/o de servicios, y cuyas posibilidades reales de financiamiento sean escasas, y que realicen actividades de producción de manufacturas o comercialización de bienes o servicios, urbanos o rurales y en unidades productivas. 

El microcrédito hace en aquellos una clara contribución a la generación de empleo genuino y a la reducción de la pobreza y la exclusión social. 

En nuestro país, el crédito forma parte estratégica en el plan de reconstrucción nacional, y es un eslabón más de un circuito virtuoso de incentivo a la producción, asimismo, debe destacarse que el microcrédito, no va a terminar con la pobreza, pero se constituye en un instrumento efectivo, que en el marco de crecimiento planteado, contribuye en gran forma en la lucha contra la exclusión. 

Es cierto que si analizamos la macroeconomía, quizás no se pueda todavía verificar un impacto significativo del microcrédito; pero si nos situamos en el ámbito regional, y más aún en lo que respecta a lo local (ciudades, pueblos y micro-regiones) podremos comprobar que con recursos financieros relativamente modestos, se pueden movilizar actividades de microemprendedores que de otra forma no tendrían cómo desarrollarse. 

El microemprendimiento es una alternativa viable, el éxito de las microfinanzas depende de factores tales como la idiosincrasia del entorno local, políticas y estrategias de negocios consistentes con la realidad, estructuras adecuadas de diseño organizacional, tecnologías eficientes de préstamo y liderazgos particulares entre otros factores humanos imponderables. 

La finalidad que persigue esta reformulación a la ley 11.936 de Microempresas es fortalecer desde el punto de vista financiero el desarrollo económico local, y las actividades microempresariales, que carecen de estímulos y herramientas financieras para consolidar su crecimiento y transformarse en verdaderas pymes en un futuro cercano, sostener el autoempleo y propender a la creación de nuevos puestos de trabajo, dando cabida en la gestión del desarrollo sustentable y la inclusión social, a las entidades intermedias muchas de ellas, a raíz de un firme y fuerte sesgo de voluntariado social, reafirman día a día con su trabajo, la acción comunitaria, proyectándose desde el mero y ya agotado asistencialismo, a la promoción social del individuo excluido, donde este comienza a ser el verdadero protagonista de desarrollo y crecimiento personal, como titular de un microemprendimiento. 
Para atender a la problemática plateada, este proyecto contempla la constitución de un Fondo Provincial de Microempresas, a los efectos de financiar proyectos elegibles de microemprendedores, y será el Banco de la Provincia de Buenos Aires, el agente financiero del Fondo, a los efectos formales del otorgamiento del empréstito y la devolución de los mismos. 

El Fondo Provincial de Microempresas, se asignará a los municipios que celebren convenios con la Autoridad de Aplicación, y en forma proporcional a su población, y se tendrá particularmente en cuenta, la cantidad de microempresas registradas en la base de datos municipal. 

Asimismo los municipios deberán, como condición previa, adherir a la presente ley y conformar la Mesa Institucional de Consenso, para el análisis de factibilidad técnica de los proyectos financiables y su impacto en el desarrollo local.

Una de las debilidades que se han identificado históricamente en los distintos programas de microcréditos y microfinanzas, se ha centrado en el debate sobre la sustentabilidad a largo plazo de la actividad microfinanciera, que implica identificar los criterios que  de sustentabilidad de las actividades productivas a las que se pretende asistir crediticiamente. 
Otro de los aspectos altamente destacables de esta iniciativa, es la necesidad de trabajar y asesorar a personas que así lo requieren, brindarles asistencia técnica, educación, conciencia y compromiso, ya que entre las obligaciones del Estado se encuentra velar por el bienestar general de todos sus ciudadanos, haciendo principal hincapié en aquellos que durante mucho tiempo han estado excluidos.

La Economía Social aparece a finales de los años 70 en España, como una vía alternativa a las formas tradicionales de empresa, motivada por el grave deterioro del empleo y la profunda situación de crisis económica que se vivía en aquella época en España, de características contrastables con la contemporaneidad argentina.


Las empresas de Economía Social están generalmente formadas por ex-trabajadores y trabajadores que se plantean la creación de su propio negocio antes que vender su fuerza de trabajo, con todas las ventajas e inconvenientes que el paso de trabajador a empresario conlleva: mayor independencia, mas responsabilidades, ocuparse de nuevas arreas de la empresa, posibilidad de mayores beneficios pero también la asunción de mayores riesgos, etc.


Si bien en un principio las empresas de Economía Social se constituyeron sobre todo como salida a crisis económica y empresarial, en las que el capital no bastaba para garantizar ni la supervivencia de la empresa ni la ocupación de los trabajadores, en la actualidad las empresas de Economía Social se proyectan cada vez mas como una alternativa de creación de empleo para muchas personas plenamente capacitadas que no logran encontrar un empleo o que simplemente, tienen una iniciativa empresarial o microempresarial que quieren llevar a cabo bajo su propia gestión.

Es por ello que, atendiendo a estos fundamentos y al espíritu del proyecto de ley, solicito a mis pares legisladores, me acompañen afirmativamente con su voto para la sanción del presente proyecto.-

